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Como es de conocimiento de S.S., en el marco de las 
modificaciones introducidas por la Ley N° 21.563 a la Ley N° 20.720, en adelante, 
la Ley, se amplió el acceso al procedimiento concursal de Renegociación a las 
personas naturales que emiten boletas de honorarios, lo que ha implicado el 
ingreso de deudores que, previo a la reforma, eran considerados empresas y, por 
tanto, se encontraban excluidos de dicho procedimiento, los cuales actualmente 
representan aproximadamente un 71% de las solicitudes declaradas admisibles.

Así, entre los meses de enero y diciembre del año 
2025 se registró el ingreso de 9.652 Solicitudes de Inicio y rectificaciones de 
antecedentes, cifra que, comparada con los ingresos registrados en igual período 
del año 2023 (2.803), representa un aumento de 244% en el número de 
solicitudes que deben ser revisadas por este Servicio, lo que se ha traducido, a 
su vez, en un aumento de los plazos de realización del examen de admisibilidad, 
así como de las gestiones posteriores a la declaración de admisibilidad de las 
solicitudes de renegociación.

En este contexto, y en el marco del trabajo conjunto 
que esta Superintendencia y el Poder Judicial se encuentran desarrollando, 
cumplo con exponer a continuación algunas situaciones que se han presentado 
con ocasión de la aplicación del referido procedimiento, regulado en el Capítulo V 
de la Ley, y en la Norma de Carácter General N° 28, de 2025, de esta 
Superintendencia, en adelante NCG 28, para su conocimiento y consideración. 

I. Del procedimiento concursal de Renegociación de la persona 
deudora: 

En primer término, cabe tener presente que el 
Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora es un 
procedimiento administrativo, voluntario y gratuito, que se tramita y sustancia 
ante la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, y cuyo objetivo es 
permitir a las Personas Deudoras acordar con sus acreedores la repactación, 
novación o remisión de sus obligaciones -a través del acuerdo de renegociación- 
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o pactar  con los mismos la realización de sus bienes para proveer al pago de sus 
deudas, extinguiéndose los saldos insolutos de las mismas, en virtud de un 
acuerdo de ejecución alcanzado dentro del referido procedimiento concursal.

II. Del examen de los requisitos de admisibilidad de la Solicitud de 
Inicio y de los antecedentes que se deben acompañar a la misma: 

Para acogerse al Procedimiento Concursal de 
Renegociación, el artículo 260 de la Ley -modificado el 11 de agosto de 2023 por 
la Ley N° 21.563, que amplió su ámbito de aplicación-, exige que el/la solicitante 
tenga la calidad de Persona Deudora, que tenga dos o más obligaciones vencidas 
por más de 90 días corridos, actualmente exigibles, provenientes de obligaciones 
diversas, cuyo monto total sea superior a 80 unidades de fomento. Asimismo, la 
parte final del inciso segundo del artículo 260 establece que el/la solicitante no 
debe haber sido notificado/a de una demanda que solicite el inicio de un 
Procedimiento Concursal de Liquidación Simplificada. 

Por su parte, el artículo 261 de la Ley establece que 
el/la deudor/a deberá acompañar a su Solicitud de Inicio del Procedimiento, en 
adelante e indistintamente, Solicitud de Inicio, una serie de declaraciones 
juradas, dentro de las cuales se encuentra aquella indicada en la letra e) del 
referido artículo: “e) Una declaración jurada en que conste que es Persona 
Deudora, y que no se le ha notificado de la demanda de Liquidación o de cualquier 
otro juicio ejecutivo iniciado en su contra que no sea de origen laboral.” (énfasis 
agregado).

Al respecto, esta Superintendencia ha interpretado 
que, para efectos de verificar el cumplimiento de los demás requisitos tanto de 
procedencia como de admisibilidad de la Solicitud de Inicio, debe estarse a la 
fecha en que los antecedentes requeridos han sido válidamente presentados ante 
la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.

En este sentido, la Ley establece que, una vez 
presentada por el/la solicitante la Solicitud de Inicio, acompañada de los 
antecedentes exigidos, la Superintendencia realizará el examen de admisibilidad  
dentro del plazo de diez días hábiles administrativos siguientes a su presentación, 
pudiendo ordenar al/a la solicitante la rectificación de sus antecedentes, o 
declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de su solicitud, atendido el 
cumplimiento de los requisitos antes mencionados, todo ello de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 262 de la Ley. 

En relación con el plazo de diez días que establece la 
Ley para el examen de admisibilidad, , como se señaló, con la entrada en vigencia 
de la mencionada Ley N° 21.563 en agosto 2023, esta Superintendencia ha 
experimentado un incremento sostenido en el número de Solicitudes de Inicio de 
Procedimientos Concursales de Renegociación presentadas, lo que, sumado a la 
mayor complejidad de los antecedentes acompañados, ha implicado un aumento 
en los plazos efectivos de tramitación del examen de admisibilidad, así como de 
las actuaciones posteriores del procedimiento.
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III. Notificaciones de juicio durante la revisión de admisibilidad. 

La situación descrita ha impactado directamente en 
las Personas Deudoras, ya que, entre la presentación de la Solicitud de Inicio y 
la dictación de la resolución que la declara admisible, de conformidad a lo 
establecido en el artículo 262 de la Ley, en la actualidad transcurre un plazo 
superior al contemplado en la Ley. Estos plazos se extienden aún más, respecto 
de solicitudes que se haya ordenado rectificar o que se hayan declarado 
inadmisibles y luego se complementan o se reingresan, respectivamente. 

El transcurso de dicho periodo genera la posibilidad 
de que, una vez presentada la solicitud y antes de la dictación de la Resolución 
de Admisibilidad, o de la presentación de una nueva solicitud o de la rectificación, 
en su caso, el/la deudor/a sea notificado/a por alguno de sus acreedores de una 
demanda de Liquidación o de un juicio ejecutivo iniciado en su contra. Esta 
circunstancia puede afectar la veracidad de la declaración jurada exigida para dar 
cumplimiento al requisito contemplado en el artículo 261 letra e) de la Ley, 
pudiendo, incluso dejar al/la deudor/a fuera del ámbito de aplicación del 
procedimiento.

Esto puede dar lugar a las siguientes situaciones:

i) Que se haya producido la notificación de la 
demanda de liquidación o de un juicio ejecutivo con anterioridad a la Solicitud de 
Inicio y que, no obstante ello, se haya declarado la admisibilidad. En efecto, es 
posible que, por diversos motivos, la persona solicitante no haya declarado 
encontrarse notificado, habiéndolo estado, y que, de la revisión de los demás 
antecedentes, se estime que procede declarar la admisibilidad de la solicitud.

En este escenario, la Superintendencia continúa con 
el Procedimiento hasta que, eventualmente, se le hace presente la existencia del 
procedimiento judicial, lo que da inicio a un procedimiento de invalidación 
administrativo, por lo que podrían coexistir el procedimiento administrativo y el 
judicial.

ii) Que se haya producido la notificación de la 
demanda de liquidación o de un juicio ejecutivo después de la presentación de la 
Solicitud de Inicio, pero con anterioridad a la declaración de admisibilidad.

Para abordar esta situación, en los incisos 1° y 2° del 
artículo 14° de la NCG 28, publicada en el Diario Oficial con fecha 6 de diciembre 
de 2025, la Superintendencia, ha interpretado lo siguiente:

“Artículo 14º Del requisito de adjuntar una 
declaración jurada en que conste que el/la solicitante es Persona 
Deudora y que no se le ha notificado de una demanda de Liquidación o 
de cualquier otro juicio ejecutivo iniciado en su contra que no sea de 
origen laboral. Se entenderá que el/la solicitante da cumplimiento a este 
requisito, completando correctamente el formulario electrónico de declaración 
jurada de la plataforma, para lo que se recomienda revisar la información 
contenida en el Servicio de Impuestos Internos y en la Base de Datos del Poder 
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Judicial, corroborando su calidad de contribuyente y la existencia de cualquier 
juicio ejecutivo en que se le hubiere notificado al/a la solicitante, y requerido de 
pago, respectivamente. 

En virtud de lo anterior, y siempre que no se ordene 
la rectificación de dicha declaración por no cumplir con la calidad de Persona 
Deudora exigida conforme al artículo 260 de la Ley o si ordenado rectificar, por 
cualquier motivo, del nuevo ingreso no se registren modificaciones a las 
declaraciones juradas del artículo 261 de la ley, se entenderá que el requisito 
previsto en la letra e) del artículo 261 de la misma norma legal se encuentra 
cumplido con la presentación de la Solicitud de Inicio del Procedimiento Concursal 
de Renegociación, entendiéndose por ésta el primer ingreso que realice el/la 
solicitante con el fin de requerir el inicio del Procedimiento Concursal de 
Renegociación. Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que los efectos 
establecidos en el artículo 264 de la Ley N.º 20.720 sólo se producirán una vez 
dictada la Resolución de Admisibilidad por parte de la Superintendencia”.

En este caso, cuando el/la solicitante ingresa sus 
antecedentes para acogerse al procedimiento, y siempre que no se le ordene una 
rectificación de los mismos que implique la modificación de alguna de las 
declaraciones juradas acompañadas, se entenderán cumplidos los requisitos 
legales a la fecha de la primera solicitud, y cualquier notificación que se realice 
en contra del/de la deudor/a ya sea de una demanda de Liquidación o de un juicio 
ejecutivo iniciado en su contra con posterioridad, no dará lugar a la imposibilidad 
de acogerse al procedimiento o a su invalidación posterior, en caso de haber sido 
declarada admisible la solicitud, por incumplimiento de lo establecido en la letra 
e) del artículo 261.

En consecuencia, esta Superintendencia considera 
que, si, al momento de la presentación correcta y completa de la Solicitud de 
Inicio del procedimiento y sus antecedentes, que den cuenta de que el/la 
solicitante tiene la calidad de Persona Deudora y cumple los demás requisitos del 
artículo 260, y que son veraces las declaraciones juradas exigidas por el artículo 
261 de la Ley, especialmente la contemplada en su letra e)1, el/la deudor/a está 
habilitado/a para acogerse al procedimiento, por lo que se dicta la Resolución de 
Admisibilidad.

En estos casos, también podrían coexistir el 
procedimiento administrativo y el judicial, en el entendido de que los 
presupuestos de existencia y validez de ambos se encuentran válidamente 
cumplidos.

iii) Que se haya producido la notificación de la 
demanda de liquidación o de un juicio ejecutivo con posterioridad a la declaración 
de admisibilidad, y la Persona Deudora no ejerce la oposición del artículo 264 
número 1, o la ejerce en forma inoportuna. También, en este caso, podrían 
coexistir ambos procedimientos.

Complementando lo anterior, se debe hacer presente 

1 Una declaración jurada en que conste que es Persona Deudora, y que no se le ha notificado de la demanda de 
Liquidación o de cualquier otro juicio ejecutivo iniciado en su contra que no sea de origen laboral.
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que la dictación de la Resolución de Admisibilidad produce ciertos efectos 
contemplados en el artículo 264 de la Ley, cuyo objetivo es proteger al/a la 
Persona Deudora y a los acreedores para que puedan negociar en igualdad de 
condiciones durante el procedimiento. Entre estos efectos, se contempla el 
mencionado en el número 1 de dicho artículo, que establece la imposibilidad de 
solicitar la Liquidación Forzosa y Voluntaria de la Persona Deudora, y de iniciarse 
en su contra juicios ejecutivos o ejecuciones de cualquier clase o restituciones en 
juicios de arrendamiento, durante el periodo comprendido entre la dictación de 
la Resolución de Admisibilidad y el término del Procedimiento Concursal de 
Renegociación, protegiendo la Persona Deudora de posibles acciones judiciales 
que tengan por finalidad el cobro de los créditos que participan del concurso en 
sede administrativa. 

En estos últimos casos, esto es, cuando el deudor 
ejerce su derecho fuera de plazo, presentando dicha oposición como un “téngase 
presente”, se han observado distintas formas de resolución en sede judicial, en 
algunos casos acogiendo la suspensión y en otros rechazándola.

Ahora bien, dado el tiempo de tramitación que toma 
el análisis de admisibilidad, y los efectos de la Resolución de Admisibilidad, 
principalmente el de la protección que otorga el artículo 264 de la Ley, en la 
práctica se podría producir un periodo de falta de protección del/de la deudor/a 
por causa no imputable a este/a, por cuanto si resulta notificado/a entre que esta 
Superintendencia realiza el examen de admisibilidad y dicta la Resolución de 
Admisibilidad, los tribunales pueden continuar con la sustanciación del 
procedimiento de liquidación o ejecutivo, manteniéndose paralelamente vigente 
el procedimiento administrativo ante la Superintendencia, lo que puede 
desvirtuar el objetivo del procedimiento concursal, al impedir que los acreedores 
alcancen acuerdos respecto del pago de las obligaciones, ya que se ejecutará el 
patrimonio de la Persona Deudora solo a favor del acreedor que así lo solicite en 
sede judicial, perjudicando con ello al resto de los acreedores que forman parte 
del pasivo de la Persona Deudora en sede administrativa, conllevando con ello a 
la probabilidad cierta de no alcanzar un acuerdo de renegociación.

Si bien la regla es clara respecto de procedimientos 
declarados admisibles, en cuanto a que la notificación realizada con posterioridad 
a este hecho infringe la prohibición establecida en el artículo 264 N° 1) de la Ley, 
habilitando al/a la deudor/a a presentar una oposición al juicio ejecutivo a que se 
refiere el artículo -como excepción-, existe, en cambio, cierta incertidumbre en 
el tratamiento judicial de los casos previos a la declaración de admisibilidad ya 
que, aunque no es la regla general, frente a esta situación, cuando los/las 
deudores/as demandados en juicios ejecutivos informan al tribunal sobre la 
presentación de la Solicitud de Inicio del procedimiento administrativo, en 
algunos casos se suspende la tramitación de dicha ejecución y se continúa con la 
tramitación en sede administrativa y en otros no, coexistiendo en consecuencia 
en este último caso, ambos procedimientos los cuales recaen sobre la misma 
persona y el mismo patrimonio.

La situación descrita reviste especial relevancia, toda 
vez que el aumento en los plazos de revisión de la solicitud de inicio no es 
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imputable al deudor/a, sino que obedece a las razones antes expuestas. En virtud 
de ello, este Servicio estima que el requisito de no haber sido notificado de una 
demanda de liquidación o de un juicio ejecutivo se entiende cumplido si, a la 
fecha de la presentación de la solicitud de inicio, o de la rectificación esta supuso 
el cambió de las declaraciones juradas que exige el artículo 261, no existía tal 
notificación, aun cuando dicha circunstancia pueda variar durante el periodo 
intermedio. Sin perjuicio, los efectos del artículo 264 de la Ley se producen con 
la declaración de admisibilidad, sin embargo, al no contar con información acerca 
del inicio del procedimiento ejecutivo, la Superintendencia continúa tramitando 
el de Renegociación.

En este contexto, se estima necesario avanzar en la 
generación de criterios o directrices comunes que permitan armonizar la 
aplicación e interpretación de la Ley con las decisiones adoptadas por los/as 
magistrados/as en materia de ejecuciones. 

IV. De la Liquidación Simplificada contemplada en el artículo 269 de la 
Ley. 

El artículo 269 de la Ley, contempla las causales por 
las que el legislador estimó que procede que la Superintendencia declare el 
término anticipado del Procedimiento Concursal de Renegociación. En tal caso, 
vencido el plazo para reponer administrativamente o habiéndose rechazado la 
reposición presentada, de conformidad a lo previsto en el artículo 270 del mismo 
cuerpo normativo, este Servicio debe remitir los antecedentes del/de la deudor/a, 
al tribunal competente -esto es, aquel correspondiente a la jurisdicción del 
domicilio del/de la Deudor/a, para que este dicte la Resolución de Liquidación, de 
conformidad a lo dispuesto en el Título 2º del Capítulo V de la Ley.

Para dar cumplimiento a este mandato, el artículo 
272B de la Ley establece el listado de antecedentes que deberá remitir esta 
Superintendencia al tribunal competente, enumerándose entre ellos: 

“1. Copia de los antecedentes aportados por la Persona Deudora, a los que 
se refiere el artículo 261.

2. Copia de la resolución a que se refiere el artículo 263.
3. Copia de la propuesta de determinación del pasivo a que se refiere el 

artículo 265.
4. Copia del acta de la audiencia de ejecución, en que conste que no se 

arribó a acuerdo.
5. Copia de la resolución que declare terminado anticipadamente el 

Procedimiento Concursal de Renegociación, en los términos del artículo 
269.”

Esta remisión de antecedentes se materializa 
mediante la presentación de un oficio conductor emitido por esta 
Superintendencia, el cual, según el listado de materias disponibles en la Oficina 
Judicial Virtual-en adelante OJV- y de conformidad a lo señalado en el referido 
artículo 269, se presenta con la materia L06: “Liquidación Simplificada”. 

Una vez presentado el respectivo Oficio, este 
Servicio procede a solicitar la confección de Certificado de Nominación del 
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respectivo Liquidador Titular y Suplente de conformidad a lo señalado en el 
artículo 37 de la Ley para su posterior presentación ante el tribunal competente.

Recibido dicho certificado, corresponde al tribunal 
dictar la correspondiente Resolución de Liquidación, de conformidad a lo señalado 
en el artículo 274 de la Ley. 

Al respecto, se han detectado las siguientes 
situaciones en la práctica:

1) Al momento de presentar el Oficio 
Conductor, y elegir en el sistema de la OJV la materia respectiva, esto es, L06 
“Liquidación Simplificada”, el tribunal que recibe la causa señala que no dará 
curso a la misma, por no ser correcta la materia elegida, ya que, a su parecer, 
este procedimiento sería una Liquidación Simplificada Voluntaria, y le exige en 
consecuencia al/a la deudor/a que acompañe una serie de antecedentes 
individualizados en el artículo 273A de la Ley Nº 20.720. Sin embargo, dicha 
exigencia no resultaría procedente, atendido que es la propia Superintendencia 
quien remite los antecedentes en virtud de lo dispuesto en el artículo 272B del 
mismo cuerpo normativo.

2) En ciertos casos, el tribunal solicita 
constituir mandato judicial bajo apercibimiento, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, sin considerar que este 
Servicio no actúa como parte ni tercero interesado, sino que la Ley Nº 20.720 
sólo le asigna expresamente el deber de remitir los antecedentes que señala el 
artículo 272B de la norma referida, para que el tribunal competente dicte la 
correspondiente Resolución de Liquidación de bienes, conforme lo dispone el 
artículo 274 de la citada ley. 

En este sentido, este Servicio estima que no resultan 
aplicables las normas contenidas en la Ley N° 18.120 sobre Comparecencia en 
Juicio, ni los requisitos del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, por 
cuanto no se trata de una demanda, sino de un Oficio emitido por un órgano de 
la Administración del Estado, en cumplimiento de una obligación legal.

En consecuencia, resulta relevante precisar que el 
Procedimiento de Liquidación Simplificada en estos casos obedece a un mandato 
legal y no a la mera voluntad de la Persona Deudora. 

Lo anterior, para efectos de que S.S. lo tenga 
presente al momento de conocer y resolver este tipo de presentaciones, en el 
marco de las disposiciones contenidas en los artículos 269 y siguientes de la Ley 
N° 20.720.

Finalmente, en virtud de lo expuesto, esta 
Superintendencia estima pertinente poner en conocimiento de S.S. las 
situaciones descritas, con el objeto de contribuir a una adecuada aplicación de la 
normativa vigente y a una mayor coordinación entre las actuaciones 
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administrativas y judiciales en el marco del Procedimiento Concursal de 
Renegociación de la Persona Deudora.

Asimismo, se manifiesta la disposición de este Servicio 
para continuar fortaleciendo instancias de colaboración que permitan abordar 
estas materias de manera conjunta, en beneficio de la certeza jurídica y del 
adecuado funcionamiento del sistema concursal.

Saluda atentamente a usted,

CAA/PCG/ITN/JEC/brv
DISTRIBUCIÓN:
Señores/as Jueces y Juezas Juzgados Civiles

Con copia a:
Sra. Karen Georges Catalán
Coordinadora Unidad de Insolvencia
Centro de Apoyo a los Juzgados Civiles de Santiago
kgeorges@pjud.cl
Huérfanos N° 1409, piso N° 20
Santiago 
Presente
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